
L
a Sala Contencioso-adminis-
trativa del Tribunal Superior 
de Justicia (TSJ) de Córdoba 

rechazó el recurso de casación de 
la Caja de Jubilaciones, Pensiones 
y Retiros de Córdoba y dejó firme 
el reconocimiento de la pensión a 
una mujer que había convivido 
durante más de 26 años con el cau-
sante, pese a que ambos tuvieron 
domicilios diferentes durante los 
últimos meses de vida de éste por 
razones de salud.  

El Alto Cuerpo, integrado por 
Domingo Sesin, autor del voto, Aí-
da Lucía Teresa Tarditti y Luis Ru-
bio, entendió que esa circunstan-
cia no significó el cese del proyecto 
de vida común y que denegar el 
beneficio supondría un excesivo 
rigor formal. 

La decisión confirmó el pronun-
ciamiento del tribunal de mérito 
que había admitido la demanda de 
S. C., declarado nulas las resolucio-
nes administrativas que rechazaron 
su solicitud y reconocido su dere-

cho a percibir la pensión derivada 
del fallecimiento de su conviviente, 
P. A., desde la fecha del deceso, con 
los correspondientes intereses. 

El fallo recordó que la ley 8024 
procura equiparar a la conviviente 
con la viuda a efectos previsionales, 
aunque exige acreditar una convi-
vencia pública y en aparente matri-
monio durante el plazo legalmente 
establecido y hasta el fallecimiento. 
En este caso, al no existir descen-
dencia común, correspondía de-
mostrar cinco años de convivencia. 

El pronunciamiento señaló que la 
Caja cuestionó el beneficio porque, 
al momento del fallecimiento, P. A. 
vivía en un domicilio distinto del de 
la accionante. Sin embargo, Sesin 
destacó que el tribunal de mérito ha-
bía realizado una valoración integral 
de la prueba administrativa y judi-
cial, de la que surgía una relación de 
pareja y convivencia que había su-
perado ampliamente el período mí-
nimo exigido por la legislación. 

La sentencia ponderó que una 
encuesta socioambiental había es-
tablecido una convivencia de 26 
años y que ambos habían comple-
tado en 2011 una declaración jura-
da para el registro de convivientes 
de la propia Caja. También valoró 
testimonios según los cuales nun-
ca había cesado el proyecto de vida 
en común, aun cuando las dificul-

tades de salud obligaron a modifi-
car transitoriamente la organiza-
ción cotidiana de la pareja. 

 
Situación 
El decisorio explicó que P. A., 
quien falleció a los 92 años, pade-
cía graves dificultades de movili-
dad y otros problemas de salud.  

Durante sus últimos meses sus 
hijos decidieron cuidarlo en su 
propia vivienda porque S. C. tam-
bién atravesaba problemas de sa-
lud y, además, tenía a su cargo a 
una hija con discapacidad que re-
quería asistencia permanente. Pe-
se al traslado, la mujer continuó 
acompañando regularmente a su 
pareja hasta el fallecimiento. 

El fallo consideró por ello que la 
Caja se había aferrado exclusiva-
mente a la existencia de domici-
lios diferentes sin efectuar una va-
loración integral de las circuns-
tancias acreditadas. La interrup-
ción de la cohabitación, sostuvo, 
no podía equipararse automática-
mente al cese de la unión cuando 
subsistía la voluntad de mantener 
una vida en común. 

La decisión remarcó también el 
carácter alimentario de los dere-
chos previsionales y su función 
protectora frente a los riesgos de 
subsistencia y ancianidad. En esas 
condiciones, la diferencia de do-
micilios durante los últimos meses 
no constituía un obstáculo para 
conceder la pensión, especialmen-
te frente a una convivencia que ha-
bía excedido ampliamente los cin-
co años requeridos. 

El pronunciamiento ponderó 
además la concurrencia intersec-
cional de factores de vulnerabili-
dad vinculados con la discapaci-
dad, la salud y la edad. Una inter-
pretación estrictamente literal de 
los requisitos legales, sostuvo, des-
atendería las particularidades del 
caso y la finalidad protectora del 
instituto previsional. 

La sentencia aplicó asimismo la 
doctrina de la Corte Suprema de 
Justicia según la cual debe consi-
derarse el desamparo que puede 
provocar la denegación de una 
pensión a quien recibió durante su 
vida el sostén económico de su pa-
reja y pierde esa protección preci-
samente en la ancianidad. 

El TSJ concluyó que el recurso no 
formuló una crítica concreta y efi-
caz contra los fundamentos centra-
les del pronunciamiento, sino que 
expresó esencialmente disconfor-
midad con lo decidido. Por ello, 
mantuvo inconmovible la sentencia 
que reconoció la pensión, rechazó 
la casación de la Caja y dispuso las 
costas por el orden causado.
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La pareja tuvo un  
proyecto de vida durante 
más de 26 años y la  
separación física de los 
últimos meses obedeció 
a problemas de salud

Confirman pensión a concubina 
pese a que no comparte el mismo 
domicilio que el causante

La Corte Suprema de Justicia de 
la Nación (CSJN) dejó sin efecto 
la sentencia del Superior Tribu-
nal de Justicia (STJ) de La Pampa 
que había declarado la inconsti-
tucionalidad del mínimo de cua-
tro años de prisión previsto para 
el delito de abigeato agravado, al 
considerar que la decisión se sus-
tentó en valoraciones particula-
res de los magistrados que susti-
tuyeron indebidamente el crite-
rio de política criminal fijado por 
el legislador.  

La CSJN recordó que la decla-
ración de inconstitucionalidad 
constituye la última ratio del or-
den jurídico y que los jueces sólo 
pueden apartarse de las escalas 
penales establecidas por ley ante 
supuestos extremos de manifies-
ta desproporción. 

La decisión, firmada por Hora-
cio Rosatti, Carlos Rosenkrantz y 
Ricardo Lorenzetti, fue dictada 
en la causa “Luna, Nicolás y Mar-
misola, Nazareno en legajo N° 
109108/5 (Reg. Sala B del S.T.J.) s/ 
recurso extraordinario federal” y 
coincidió con el dictamen del 
procurador General de la Nación 
interino.  

El recurso había sido promovi-
do por el Ministerio Público Fis-
cal de La Pampa contra el pro-
nunciamiento que permitió im-
poner a los acusados una pena 
inferior al mínimo legal. 

El fallo analizó la condena de 
dos personas como coautoras de 
abigeato agravado por haberse 
cometido en las condiciones pre-
vistas para el robo, portación de 
arma de fuego de uso civil sin au-
torización y caza de animales de 
la fauna silvestre, delitos que 
concurrieron realmente.  

La legislación aplicable estable-
ce para el primero de ellos un mí-
nimo de cuatro años de prisión, lo 
que determina que la sanción sea 
de cumplimiento efectivo. 

La sentencia provincial había 
considerado que ese piso resulta-
ba inconstitucional para el caso 
concreto. Para arribar a esa con-
clusión ponderó las característi-
cas del hecho, las condiciones 
personales de los condenados, la 
inexistencia de antecedentes pe-
nales y el tiempo transcurrido.  

Entendió que imponerles pri-
sión efectiva sería desproporcio-
nado y afectaría los principios de 
culpabilidad y resocialización. 
Por mayoría, redujo entonces la 
escala y fijó una pena de tres años 
de prisión de ejecución condicio-
nal y cuatro años de inhabilita-
ción para cazar. 

Descalificación 
El pronunciamiento de la CSJN 
descalificó ese razonamiento 
porque “se apoya sólo en valora-
ciones particulares de los magis-
trados que divergen de las que 
fueran plasmadas por el legisla-
dor en la normativa en examen”.  

Recordó, además, que “la de-
claración de inconstitucionali-
dad de un precepto de jerarquía 
legal constituye la más delicada 
de las funciones a encomendar a 
un tribunal de justicia y configura 
un acto de suma gravedad que 
debe ser considerado la ultima 
ratio del orden jurídico”. 

La decisión destacó que corres-
ponde al Poder Legislativo esta-
blecer las escalas punitivas como 
parte del diseño de la política cri-
minal y que el control de consti-
tucionalidad no habilita a los tri-
bunales a reemplazar esa valora-
ción por sus propias apreciacio-
nes sobre la conveniencia o justi-
cia de una determinada pena.  

La intervención judicial se jus-
tifica cuando existe una falta de 
correspondencia inconciliable 
entre el bien jurídico lesionado y 
la intensidad o extensión de la 
privación de derechos impuesta 
al autor, de tal entidad que resul-
te incompatible con la dignidad 
humana. 

La CSJN también ponderó la fi-
nalidad perseguida mediante la 
ley 25890, que reformó el Código 
Penal para fortalecer la protec-
ción del sector productivo frente 
al abigeato y agravar la respuesta 
penal ante determinadas modali-
dades del delito.  

Desde esa perspectiva, enten-
dió que la solución adoptada por 
la justicia pampeana se apartó de 
una definición legislativa expresa 
sin demostrar una incompatibili-
dad constitucional que justificara 
semejante decisión. 

Finalmente, el fallo reafirmó 
los límites derivados de la divi-
sión de funciones estatales y sos-
tuvo que “el principio constitu-
cional de la separación de pode-
res no consiente a los jueces el 
poder de prescindir de lo dis-
puesto por la ley respecto al caso, 
so color de su posible injusticia o 
desacierto”.  

Sobre esa base, dejó sin efecto 
la sentencia recurrida, al concluir 
que los argumentos utilizados 
para perforar el mínimo penal del 
abigeato agravado no alcanzaban 
el estándar excepcional exigido 
para declarar inconstitucional 
una escala establecida por el 
Congreso. 

Anulan la reducción del 
mínimo penal para  
el abigeato agravado
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